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SDAD. COOP. AND. COLEGIO SAN DIEGO

Anuncio. (PP. 2011/97). 7.859

SDAD. AGRARIA DE TRANSFORMACION
NUM. 3460 SAN JOSE

Anuncio. (PP. 2021/97). 7.859

1. Disposiciones generales

PRESIDENCIA

LEY 1/1997, de 18 de junio, por la que se
adoptan con carácter urgente y transitorio dispo-
siciones en materia de régimen de suelo y orde-
nación urbana.

EL PRESIDENTE DE LA JUNTA DE ANDALUCIA A TODOS
LOS QUE LA PRESENTE VIEREN, SABED:

Que el Parlamento de Andalucía ha aprobado y yo,
en nombre del Rey y por la autoridad que me confieren
la Constitución y el Estatuto de Autonomía, promulgo y
ordeno la publicación de la siguiente

LEY POR LA QUE SE ADOPTAN CON CARACTER
URGENTE Y TRANSITORIO DISPOSICIONES EN MATERIA

DE REGIMEN DE SUELO Y ORDENACION URBANA

EXPOSICION DE MOTIVOS

La Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, de
20 de marzo de 1997, ha declarado inconstitucionales,
y por tanto nulos, una serie de preceptos del Texto Refun-
dido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación
Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1992,
de 26 de junio, por razones competenciales. El fallo del
Tribunal Constitucional fija los límites de la intervención
estatal en las materias contempladas en el Texto Refundido
de 26 de junio de 1992, y residencia en las Comunidades
Autónomas la competencia para legislar en materia de
urbanismo y suelo.

Desde la entrada en vigor de la Ley 8/1990, de 2
de julio, de Reforma del Régimen Urbanístico y Valora-
ciones del Suelo, y el Texto Refundido de 26 de junio
de 1992, los municipios andaluces han desarrollado, o
bien redactado, revisado o adaptado, sus instrumentos de
planeamiento de acuerdo con dicha legislación, o se
encuentran en el momento de producirse el fallo del Tri-
bunal Constitucional en proceso de redacción, revisión o
adaptación en concordancia con dicha norma. Asimismo,
los agentes públicos y privados que intervienen en el pro-
ceso de urbanización y edificación en nuestras ciudades
y territorio en general han participado en el desarrollo y
ejecución del planeamiento de acuerdo con la referida
base legal.

El Parlamento de Andalucía acordó el 8 de mayo de
1997, en el debate sobre el estado de la Comunidad,
instar al Consejo de Gobierno a presentar el proyecto de
Ley del Suelo para Andalucía en el plazo de un año. Esta
norma establecerá la legislación en materia de urbanismo
y suelo de la que quiera dotarse la Comunidad Autónoma,
y es en ella donde el Parlamento de Andalucía expresará
su voluntad y fijará sus propios criterios políticos, de acuer-
do con las demandas sociales y económicas que Andalucía
tiene planteadas en materia de urbanismo y suelo, en el
marco que la legislación estatal establezca con carácter

básico, acorde con el referido fallo del Tribunal Cons-
titucional.

Hasta tanto la normativa de Andalucía esté aprobada,
es conveniente incorporar aquellas normas que contribuyan
a reforzar la cobertura legal del desarrollo del planea-
miento realizado en este tiempo, así como del aprobado
de acuerdo con la situación precedente.

Esta circunstancia justifica una intervención urgente del
Parlamento de Andalucía que, con carácter transitorio y
hasta la aprobación de la Ley de Urbanismo y Suelo, cuyo
anteproyecto está siendo elaborado por el Consejo de
Gobierno de la Junta de Andalucía, complete el orde-
namiento jurídico urbanístico mediante la aprobación de
una ley autonómica cuyo contenido coincida con los pre-
ceptos del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio,
declarados inconstitucionales por motivos competenciales.

En consecuencia, en desarrollo de las competencias
que el artículo 148.1.3.º de la Constitución Española reco-
noce a las Comunidades Autónomas en materia de orde-
nación del territorio, urbanismo y vivienda, y que el Estatuto
de Autonomía para Andalucía (artículo 13.8), ésta asume
como derecho propio y con carácter transitorio el texto
de los preceptos que han sido declarados inconstitucionales
por la Sentencia del Tribunal Constitucional 61/1997, por
cuanto que la base argumental de la declaración de incons-
titucionalidad de tales preceptos es la invasión compe-
tencial de la legislación estatal sobre la autonómica. Estos
preceptos declarados como propios desplazan a la legis-
lación y reglamentación anterior a la aprobación de esta
Ley que se opongan a la misma.

De esta forma, con la presente Ley, la Comunidad
Autónoma de Andalucía realiza el ejercicio de producción
normativa que resulta preciso para ofrecer de forma inme-
diata una regulación completa de la actividad urbanística.
Entre los aspectos más significativos del ejercicio de esta
potestad autonómica para el que se encuentra legitimada
según la Sentencia del Tribunal Constitucional, destacan
por su trascendencia el de la concreción del aprovecha-
miento urbanístico objeto de apropiación por el propietario,
así como la fijación del porcentaje de recuperación por
la Comunidad de las plusvalías generadas por la acción
de los poderes públicos, junto con la previsión de viviendas
sujetas a algún régimen de protección pública, determinar
áreas para el patrimonio municipal de suelo y ejercitar
los derechos de tanteo y retracto.

La legislación establecida en esta Ley como propia
de la Comunidad Autónoma ha de ser completada, para
su adecuada comprensión y aplicación, con la que ha
sido declarada constitucional por la Sentencia del Tribunal
Constitucional 61/1997, del Texto Refundido de la Ley
del Suelo de 1992, que es la que el Alto Tribunal entiende
que constituye la competencia estatal, junto con el resto
del referido texto no anulado en la Sentencia. De esta
forma deben entenderse las referencias a «legislación urba-
nística aplicable», «en la presente Ley» o similares que se
realizan en diversos preceptos aprobados en el artículo
único de esta Ley. Asimismo, con el objetivo de contribuir
a la mejor comprensión de la legislación urbanística de
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aplicación en Andalucía se editarán de forma conjunta
ambas legislaciones.

La asunción por parte de la Comunidad Autónoma
de Andalucía de los artículos declarados inconstitucionales
del Texto Refundido de 1992, se realiza con algunas excep-
ciones. En primer lugar, con la excepción de los artículos
que regulan la figura del Plan Nacional de Ordenación,
su elaboración, tramitación, contenidos y vinculaciones,
por razones obvias. En segundo lugar, con la excepción
de aquellos artículos que hacen referencia a las figuras
de planificación territorial, que cuentan en la Comunidad
Autónoma con instrumentos propios en virtud de la Ley
1/1994, de Ordenación del Territorio de la Comunidad
Autónoma en Andalucía, que continúa plenamente en
vigor. En tercer lugar, las relativas a algunas relaciones
directas entre la Administración del Estado y Ayuntamientos
(135.2) y a referencias a legislación urbanística que no
ha lugar en estos momentos (96.2 y 97.4).

De otra parte, el Decreto 77/1994, de 5 abril, «por
el que se regula el ejercicio de las competencias de la
Junta de Andalucía en materia de ordenación del territorio
y urbanismo, determinándose los órganos a los que se
atribuyen», ya regula la publicación de los acuerdos de
tramitación y aprobación del planeamiento y los órganos
competentes de la Comunidad Autónoma en materia de
ordenación del territorio y urbanismo.

Finalmente, las disposiciones adicionales, transitorias
y finales de esta Ley garantizan la legalidad de los ins-
trumentos de planeamiento aprobados definitivamente al
amparo de la Ley 8/1990, de 25 de julio, y el Texto Refun-
dido de 26 de junio de 1992; la continuidad del proceso
de redacción de los instrumentos de planeamiento que
se encuentre en distintas fases de elaboración; se da, de
igual modo, continuidad y garantía a los instrumentos y
procedimientos de ejecución del planeamiento, así como
se indica el carácter retroactivo de la Ley, haciéndola coin-
cidir con la fecha de entrada en vigor de la Sentencia
del Tribunal Constitucional 61/1997, de 20 de marzo de
1997, publicada en el Boletín Oficial del Estado el 25
de abril de 1997.

Artículo único.
Se aprueba como Ley de la Comunidad Autónoma

de Andalucía, al objeto de completar el régimen urbanístico
de la propiedad del suelo establecida en la legislación
estatal y regular la actividad administrativa en materia de
urbanismo y suelo, el contenido de los artículos y dispo-
siciones del Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen
del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por Real Decre-
to Legislativo 1/1992, de 26 de junio (publicado en el
Boletín Oficial del Estado de 30 de junio; corrección de
erratas en BOE de 4 de agosto y corrección de errores
en BOE de 19 de diciembre), declarados nulos como Dere-
cho estatal, siguientes: Artículos 2, 3.2.a), 3.2.b), 3.2.d)
a 3.2.k), 3.3 a 3.6, 4.2, 4.3, 9.2, 10 a 14, 16.3, 18,
20.1.b) en su inciso «a los Ayuntamientos», 24.2, 27, 28.2
a 28.4, 29, 30.1, 30.2, 30.3 en su segundo inciso «el
Ayuntamiento decidirá sobre la expropiación o sujeción
al régimen de venta forzosa de los correspondientes terre-
nos, cuyo valor se determinará, en todo caso, con arreglo
a la señalada reducción del aprovechamiento urbanístico»,
30.4, 30.5, 31, 32, 33.2, 34, 35.1, 36.2, 38.2 y 38.3,
39 en su inciso «mediante solicitud de la correspondiente
licencia en el plazo que establezca la legislación urbanística
aplicable o, en su defecto, en el de dos meses a contar
desde el oportuno requerimiento, si ya se hubiese adquirido
el derecho al aprovechamiento urbanístico. Si faltase sólo
para la adquisición del mencionado derecho la realización
de la urbanización, la legalización exigirá también el cum-
plimiento de dicho deber», 40.3, 40.4, 42.1, 42.2, 42.3
en su segundo inciso «con la particularidad de que el apro-
vechamiento susceptible de apropiación se reducirá en un

cincuenta por 100, cuando no se hubiera adquirido ese
derecho en el momento de la notificación del incumpli-
miento», 42.4, 42.5, 43.2, 44, 45.5, 59 a 62, 65.3 a
65.6, 70 a 95, 96.1, 96.3, 97.1 a 97.3, 98, 99, 101
a 103, 104.1 y 104.2, 105, 106, 109 a 111, 114 a
117, 118.3, 118.4, 119 a 123, 124.2, 125, 126.3 a
126.6, 127 a 131, 134.2, 136.1, 137.1 a 137.4, 138.a),
139, 141 a 149, 151 a 153, 154.2, 155 a 158, 159.1
a 159.3, 160.1, 160.2, 160.4, 161 a 167, 170.2, 171,
172, 174 a 179, 180 a 182, 184.1, 185 a 202, 205.2,
205.3, 206.1.a) a 206.1.e), 206.1.g), 206.2, 207 a 209,
211.1, 211.2, 212, 220.1, 221, 227.1 en su primer párra-
fo: «En los supuestos de incumplimiento de deberes urba-
nísticos contemplados en la presente Ley, cuando la Admi-
nistración actuante no opte por la expropiación, acordará
la aplicación del régimen de venta forzosa del terreno»,
227.2, 228.1, 228.2, 228.3 en su inciso «según el apro-
vechamiento tipo vigente al tiempo de la tasación», 229
a 231, 233, 234, 236, 242.2 a 242.5, 242.7, 243.3,
244.1, 244.5, 245.2, 246.1, 246.3, 247 a 252, 253.1,
253.2, 253.4, 254.1, 254.3, 255.1, 256, 257, 258.1,
259.1, 259.2, 259.4, 260 a 273, 275, 277 a 279, 280.2,
281 a 286, 287.1, 288.1, 290 a 295, 297, 298, 299
en su inciso final: «Con arreglo a esta Ley», disposiciones
adicionales primera a tercera, disposición adicional cuarta,
regla 2.ª, disposición transitoria primera, apartados 2 y 4,
disposiciones transitorias segunda a cuarta, disposición
transitoria quinta, apartado 2, último inciso: «En todo caso,
como valor mínimo del suelo, se entenderá el resultante
de la aplicación del 85% del aprovechamiento tipo vigente
al tiempo de la valoración» y disposiciones transitorias sexta
a octava.

Disposición adicional única.
Las referencias relativas a medios oficiales de publi-

cación y órganos urbanísticos autonómicos contenidas en
el artículo único se entenderán hechas a los medios oficiales
de publicación y los órganos competentes de esta Comu-
nidad Autónoma, regulados en el Decreto 77/1994, de
5 de abril, «por el que se regula el ejercicio de las com-
petencias de la Junta de Andalucía en materia de orde-
nación del territorio y urbanismo, determinándose los órga-
nos a los que se atribuye», o en otra disposición posterior
de la Comunidad Autónoma.

Disposición transitoria única.
1. Los planes que hubieran iniciado su tramitación

antes de la entrada en vigor de esta Ley continuarán tra-
mitándose, se aprobarán y se ejecutarán con arreglo a
este texto legal.

2. Los planes a que se refiere el número anterior y
los que al tiempo de la entrada en vigor de esta Ley estu-
vieran ya definitivamente aprobados se ejecutarán y, en
su caso, continuarán ejecutando, conforme a lo dispuesto
en esta Ley y demás legislación de pertinente aplicación.

Disposición derogatoria única.
Quedan derogadas cuantas disposiciones legales o

reglamentarias, aprobadas por la Comunidad Autónoma
de Andalucía, se opongan a lo dispuesto en la presente
Ley.

Disposición final primera.
Dejarán de ser de aplicación en la Comunidad Autó-

noma de Andalucía los preceptos de la legislación urba-
nística estatal que se opongan a lo establecido en esta
Ley, conforme al marco competencial delimitado en la Sen-
tencia 61/1997, del Tribunal Constitucional.

Disposición final segunda.
Se autoriza al Consejo de Gobierno, así como, en

el ámbito de su competencia propio, al Consejero de Obras
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Públicas y Transportes, para el dictado de cuantas dis-
posiciones administrativas sean necesarias para el desarro-
llo y aplicación de esta Ley.

Disposición final tercera.
La presente Ley entrará en vigor el mismo día de su

publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía,
retrotrayéndose su eficacia al momento de la publicación
de la Sentencia 61/1997, del Tribunal Constitucional, de
20 de marzo de 1997, producida el 25 de abril de 1997.

Sevilla, 18 de junio de 1997

MANUEL CHAVES GONZALEZ
Presidente de la Junta de Andalucía

CONSEJERIA DE GOBERNACION Y JUSTICIA

RESOLUCION de 4 de junio de 1997, del Ins-
tituto Andaluz de Administración Pública, por la que
se convoca el Curso de Especialización en
Función Pública Local, a celebrar en Granada.
CEM9716-H.

El Instituto Andaluz de Administración Pública convoca
el «Curso de Especialización en Función Pública Local»,
CEM9716-H. Código de Curso: 10315, organizado por
el Centro de Estudios Municipales y de Cooperación Inter-
nacional (CEMCI) de Granada, en colaboración con la
Universidad Carlos III de Madrid, con sujeción a las siguien-
tes bases:

Primera. Contenido, fecha y lugar de celebración: Este
Curso, que se enmarca dentro del Programa de Formación
para Cuadros Superiores, engloba a cinco módulos:

- Régimen jurídico de la función pública. CEM9716-1.
10316 (25 y 26 de septiembre de 1997).

- Ingreso, provisión de puestos de trabajo y promoción
profesional. CEM9716-2. 10317 (16 y 17 de octubre de
1997).

- Contenido del Estatuto funcionarial. CEM9716-3.
10318 (6 y 7 de noviembre de 1997).

- Régimen jurídico del personal laboral en las AA.PP.
CEM9716-4. 10319 (27 y 28 de noviembre de 1997).

- Derechos colectivos en la Función Pública y pre-
vención de riesgos laborales. CEM9716-5. 10320 (10 y
11 de diciembre de 1997).

Estos módulos, aun formando parte de una acción
formativa integral, son independientes entre sí y tienen auto-
nomía docente singularizada, de tal manera que se admitirá
la matriculación en uno sólo o en varios de los cinco Módu-
los programados.

Todos los módulos se celebrarán en la sede del
CEMCI, Plaza de Mariana Pineda, núm. 8, Granada, en
horario de 9,00 a 14,00 y de 16,30 a 19,30 horas.

Segunda. Condiciones generales de admisión: El Cur-
so está dirigido a los Cargos Electos, Directivos y Fun-
cionarios con Habilitación de Carácter Nacional, al servicio
de las Entidades que integran la Administración Local de
Andalucía. Si el número de solicitudes lo permitiese, podrán
ser admitidos quienes presten servicios en la Junta de Anda-
lucía y otras Administraciones y Entidades actuantes en
el territorio de la Comunidad Autónoma y que lo hubieran
solicitado.

Tercera. Criterios de selección: El número de asistentes
al Curso será limitado, por lo que, si es necesario, la selec-
ción de solicitantes se atendrá a los siguientes criterios:

1. Puesto de trabajo desempeñado.
2. Solicitud de realización del Curso completo.
3. Realización del Curso completo de Gestión de

Recursos Humanos 1996.
4. Prioridad en la presentación de solicitudes de asis-

tencia y pago anticipado de los derechos de matrícula.

Para que la admisión se considere firme, será requisito
haber abonado los derechos de matrícula y que el CEMCI
la comunique por escrito.

Cuarta. Solicitudes: El plazo de presentación de soli-
citudes para participar en el curso o módulos respectivos
que se convocan se extenderá desde la fecha de publi-
cación de esta convocatoria en el Boletín Oficial de la
Junta de Andalucía hasta veinticinco días antes del comien-
zo del curso o de cada módulo en su caso. Las solicitudes
deberán dirigirse, según modelo adjunto, al CEMCI, Plaza
Mariana Pineda, número 8, CP. 18009, Granada, o pre-
sentarse en cualquiera de los registros u oficinas a que
se refiere el artículo 38 de la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Quinta. Derechos de matrícula y expedición del cer-
tificado: Los derechos de matrícula y expedición del cer-
tificado, que se abonarán antes del comienzo del Curso
o de cada módulo, en su caso, se han establecido en
25.000 ptas./módulo y 125.000 ptas./Curso completo.
Se podrá realizar el abono de los derechos de matrícula
mediante giro postal o telegráfico, cheque nominativo o
en efectivo, que en el supuesto de que no fuese posible
la admisión del solicitante, le será devuelto en el plazo
máximo de quince días desde el inicio del curso o de cada
módulo, en su caso.

La cancelación de matrícula, para que conlleve la
devolución del importe de los derechos abonados, se debe-
rá comunicar a este Centro al menos cinco días hábiles
antes del comienzo de la actividad a que se refiera. Pasado
ese plazo, sólo se procederá a la devolución del 50% del
importe de los derechos.

Sexta. Puntuación: La puntuación otorgada a este Cur-
so, de conformidad con la Resolución del INAP de 26
de octubre de 1994 (BOE de 8 de noviembre de 1994)
será la siguiente:

Por la asistencia al Curso (80 horas): 0,85 puntos.
Por la asistencia al Curso con aprovechamiento eva-

luado mediante trabajo individualizado (100 horas): 1,40
puntos.

Séptima. Certificado de asistencia/Diploma de Espe-
cialización: Finalizado el curso, o cada módulo, con una
asistencia mínima del 90% del total de horas lectivas, los
participantes tendrán derecho a la expedición del oportuno
certificado acreditativo. Quienes asistan al Curso de Espe-
cialización en su integridad (cinco módulos), obtendrán
a la finalización de las actividades un certificado de asis-
tencia por el total de horas de presencia activa (80 horas)
y en caso de que presenten el trabajo de evaluación, y
éste sea considerado apto por el Director Académico del
Curso, entonces obtendrán un Diploma de Especialización
con aprovechamiento (100 horas), excepto para el personal
de la Junta de Andalucía al que se le acreditará la asistencia
por el máximo de horas (100 horas).

Quienes asistan a alguno/s de los módulos sin llegar
a completar el Curso, obtendrán un Certificado de asis-


